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1. Introducción  

 
La tierra ha sido y es uno de las principales demandas de las organizaciones 
campesinas de la Argentina, desde el Grito de Alcorta en 1912, pasando por la 
experiencia de las Ligas Agrarias y en la actualidad del Movimiento Nacional 
Campesino e Indígena y del recientemente conformado Frente Nacional 
Campesino. Sin embargo, desde la década de 1970 pero fundamentalmente 
durante los años noventa, con las grandes transformaciones en el mundo rural 
argentino, tangibles en la reconfiguración del sistema agroalimentario y en el 
profundo proceso de reordenamiento territorial, ambos efectos de la 
profundización del modelo de agricultura industrial expresado en la consolidación 
de los agronegocios (Teubal; 1995, Teubal y Rodriguez; 2002, Dominguez y 
Sabatino; 2006, GEPCyD; 2007, Gras y Hernández; 2007, Pengue y Morello; 
2007, Dominguez y Sabatino; 2008), implicaron una amplificación de la 
conflictividad en torno a la tierra en un doble registro. Por un lado, la presión 
empresarial sobre la tierra ocupada, habitada y en producción por parte de 
poblaciones campesinas e indígenas y por el otro, las acciones desplegadas por 
estos últimos para (re)crear sus modos de vida.  
 
En este contexto, la doble presión que se ejerce sobre la tierra y las disputas que 
se generan en torno a la misma, revivieron el interés, en el ámbito académico, por 
los procesos de resistencia que llevan a cabo los movimientos campesinos desde 
una perspectiva que rescata la capacidad agencial de las organizaciones y sus 
acciones colectivas de protesta en torno a la disputa por la tierra (véase, entre 
otros, Golsberg; 1999, Sapkus; 2003, Domínguez; 2005, Domínguez, D., Lapegna, 
P. y Sabatino, P.; 2005 y 2006, Gómez; 2009, Barri; 2009, Domínguez; 2009, 
Benencia; 2001). Como sostiene Domínguez (2009) la recreación política del 
campesinado no sólo implica procesos de resistencia frente al avance del 
agronegocio sino también el despliegue de estrategias  (económicas –productivas, 
de comercialización, etc.) y reclamos por la propiedad comunitaria de la tierra y 
por la promoción del acceso a los territorios que no cumplan con su función social 
a favor de las familias campesinas. En este sentido, este proyecto se interroga 
acerca de la dimensión jurídica del accionar político de los movimientos 
campesinos en los conflictos por la tierra en Argentina.  

                                                
1 Sociólogo. Instituto de Investigaciones Gino Germani, Facultad de Ciencias Sociales, UBA.  
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En efecto, en los últimos años los distintos movimientos campesinos han 
impulsado una serie de acciones políticas pero también jurídicas en pos de lograr 
el acceso  a la tierra y/o en su derecho a conservarla. Entre ellas podemos citar la 
generación desde el Movimiento Nacional Campesino e Indígena de un 
anteproyecto de ley, cuyo objetivo remite al reconocimiento, respeto, protección y 
promoción del uso, posesión de la propiedad comunitaria del territorio que habitan, 
como así también a la promoción del acceso a los territorios que no cumplan con 
su función social a favor de las familias campesinas e indígenas; el registro de 
poseedores en la provincia de Córdoba y Santiago del Estero que tiene como fin la 
regularización de las posesiones veinteñales, entre otras. En este trabajo, 
abordaré las disputas jurídicas en torno a la ocupación de tierras en la provincia de 
Chaco por parte de la Unión de Pequeños Productores de Chaco (UNPEPROCH) 
en tanto acción política -jurídica para acceder a la propiedad de la tierra. La 
importancia de la ocupación de tierras radica en que, como sostiene Mançano 
Fernandes (2008), “como forma de acceso a las tierras es una acción de 
resistencia inherente a la formación del campesinado dentro del proceso 
contradictorio del desarrollo capitalista” (pág. 235). Pero además, en la medida en 
que la ocupación de tierras se debate entre la legalidad y la ilegalidad, entre lo 
justo y lo injusto, para el campesinado es trasforma, como podría sostener 
Gargarella (2005), en un derecho a resistir al derecho.  
 
 
2. Breve reseña de la ocupación de tierras como problema jurídico –
político.  

 
La ocupación de tierras no es una novedad en la historia argentina. Ésta ha sido la 
forma de acceso a la tierra desde el período colonial hasta la consolidación del 
Estado –nación; forma principal de un proceso de acumulación primitiva, como 
diría Marx, para la transmisión de la tierra pública a manos privadas y la posterior 
conformación del mercado de tierras. En el caso de la provincia de Chaco, su 
incorporación productiva a la economía nacional se produjo a fines del siglo XIX, a 
posteriori de la ocupación y desarrollo de la ganadería y agricultura en la región 
pampeana a partir del desarrollo de la producción forestal –taninera (1876-1903). 
Con ella, se produjo una enorme privatización de la tierra fiscal hacia unos pocos 
beneficiarios, que de alguna manera estaban vinculadas al poder central, de 
enormes extensiones. Estas extensiones se privatizaron mediante cesión gratuita, 
con la condición de colonizar –obligación que no se cumplió-, o por venta a muy 
bajos precios. De esta forma el Estado se desprendió de alrededor de dos 
millones y medio de hectáreas, tierras que se destinaron fundamentalmente a la 
explotación forestal y sólo marginalmente a la producción ganadera (Slutzky; 
2011). 
 
En el período 1903-30,  gracias a las nuevas fuerzas políticas que gravitaban 
sobre la estructura de poder nacional, se produjo la delimitación de colonias 
oficiales y la subdivisión de la tierra pública que es entregada a inmigrantes 
extranjeros y nativos provenientes de otras provincias y por ende, fue posible la 
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subdivisión de la tierra pública y la entrega de la misma a bajo precio, 
promoviendo el desarrollo de una extensa capa de pequeños y medianos 
productores. Sin embargo, la superficie de tierras agrícolas que permanecía en 
manos del estado era muy reducida, de aquí que si bien una gran masa de 
productores pudo establecerse sobre ella, lo hicieron sobre extensiones por 
debajo de lo que podría considerarse unidad económica para la época (Slutzky; 
2011). 
 
El período 1930-60 se caracterizó fundamentalmente por el rápido crecimiento de 
la producción algodonera y el estancamiento y contracción de la industria taninera 
y a su vez, con el afianzamiento de la pequeña y mediana explotación algodonera. 
Esta última situación estuvo íntimamente relacionada con la política económica 
desarrollada por el estado en el período 1945-55. A su vez, con la crisis de la 
industria forestal hacia mediados de la década de 1950, que se tradujo en una 
brusca reducción de la producción, el cierre de establecimientos, el desempleo 
tanto en el sector de hacheros como de personal de fábrica, generó la radicación 
progresiva de mano de obra –hacheros y cosecheros- en tierras fiscales, como 
una forma de asegurarse la subsistencia ante períodos de desocupación cada vez 
más frecuentes (Slutzky; 2011).  
 
La crisis del algodón y la consolidación del modelo del agronegocio trajeron 
consigo mayores niveles de concentración de la tierra, tendiendo a profundizar, de 
diversos modos, procesos de exclusión y expulsión de las familias campesinas. En 
este contexto, me interesa resaltar el destino de la tierra pública y por ende, de las 
ocupaciones de tierras ocurridas en el período anterior. Siguiendo a Slutzky 
(2011), en el período 1969-2002 desaparecen de los registros censales alrededor 
de 8000 unidades de hasta 50 hectáreas, aproximadamente 200.000 hectáreas, 
que se redistribuye en unidades de mayor dimensión (entre 500-2500 hectáreas). 
Los productores de esas unidades, en gran parte “ocupantes” de tierras fiscales, 
dejan de serlo y muy frecuentemente debieron emigrar al conurbano de 
Resistencia y de Santa Fé. Al mismo tiempo, el autor, tomando como referencia el 
período 1969-1988 ya que es el período en que la privatización de tierras fiscales 
en más profundo aunque continua prácticamente hasta la actualidad, sostiene que 
aproximadamente de 1.1 millones de has, 1 millón de hectáreas, es decir el 
82.5%, pasan a constituir unidades de entre 500 y 5000 ha. Si bien, reconoce que 
estamos frente a unidades con distinto grado de potencial productivo, parece 
evidente que esta redistribución de tierras se hace en beneficio de grandes 
unidades de explotación. 
 
Sin embargo, la ocupación de tierras fiscales, es decir, tierras que permanecen 
bajo diversos grados o tipos de tenencia en manos de los Estados provinciales, 
tienen aún relevancia en la medida en que, según Cerviño (2002) alcanzan en la 
provincia el 20%.  La condición de ocupante se registra bajo diversas formas: 
ocupantes sin permiso de ocupación (los que pueden estar instalados por 
generaciones), ocupantes con permiso de ocupación (pagan un canon), 
adjudicatarios en venta (tienen un contrato de adjudicación en venta y el título les 
será entregado cuando terminen de pagar), y otras formas, como el usufructo, 
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comodato, etc. A ellas hay que sumarle aquellas ocupaciones en tierras privadas, 
es decir, tierras sobre las que alguna persona física o jurídica tiene títulos de 
dominio.  
 
En este contexto, la ocupación de tierras, al mismo tiempo que ponen de 
manifiesto que son el resultado  directo de la escasez y de la necesidad de tierras, 
es una de las formas de recreación del campesinado. Como sostiene Mançano 
Fernandes (2008) “por medio de la ocupación de tierras, los trabajadores se 
resocializan, luchando en contra del capital como también subordinándose a él, 
porque además de ocupar y conquistar la tierra, se reinsertan dentro de la 
producción capitalista de la relación de producción no capitalista (pág. 336).  
Sin embargo, desde el punto de vista de la ley,  estas ocupaciones pueden ser 
vistas como actividades ilegales y los ocupadores  como criminales culpables de 
usurpación. Es aquí donde el Estado tiene un rol decisivo, en particular al ser 
quien determina si las ocupaciones son reconocidas como una estrategia política 
legítima para revertir la injusticia que supone el proceso de despojo y exclusión en 
el actual contexto del agronegocio y  o si, por el contrario, son consideradas una 
actividad que remite al delito de usurpación y por lo tanto, como una acción 
penalmente punible. En efecto, la disputa se centra en las características de la 
ocupación como acción social pero con consecuencias en el orden de lo legal. Así, 
la ocupación puede ser considerada como usurpación, de acuerdo al artículo 181 
del Código Penal Argentino, en la medida en que: a) por violencia, amenazas, 
engaños, abusos de confianza o clandestinidad despojare a otro, total o 
parcialmente, de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de un 
derecho real constituido sobre él, sea que el despojo se produzca invadiendo el 
inmueble, manteniéndose en él o expulsando a los ocupantes; b) para apoderarse 
de todo o parte de un inmueble, destruyere o alterare los términos o límites del 
mismo; c) con violencias o amenazas, turbare la posesión o tenencia de un 
inmueble. En cambio, de acuerdo al artículo 2375, del Código Civil y Comercial de 
la Nación “si la cosa carece de dueño, y es de aquellas cuyo dominio se adquiere 
por la ocupación según las disposiciones de este código, la posesión quedar 
adquirida con la mera aprehensión”.  Es decir, en base a este último, estos 
ocupantes no puede considerárselos como intrusos o usurpadores ya que se trata 
de pequeños productores, campesinos, que durante décadas e incluso 
generaciones han desarrollado actividades que implican verdaderos actos 
posesorios, y que por ende, estarían en condiciones de ejercer derechos de 
usucapión o prescripción adquisitiva en el caso de que se trate una ocupación 
sobre tierras privadas o tramitar el título de propiedad a través del Instituto de 
Colonización en el caso de la que tierra sea fiscal. Sin embargo, consideramos 
que la interpretación del derecho nada tiene que ver “con la autonomía o 
autoreflexibilidad del derecho sino con la movilización política y las fuerzas 
políticas en competencia” (Santos; 1998: 19-20). Es aquí donde nos preguntamos 
acerca de las disputas jurídicas en torno a la legalidad/ilegalidad (y sus 
fundamentos) de la ocupación de tierras en tanto acción política –jurídica para 
acceder a la propiedad de la tierra; legalidad /ilegalidad que consideramos 
dependerá del resultado en la interacción de los procesos ocurridos tanto en la 
configuración de lo político y como en el campo jurídico. 
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3. Viejas y nuevas formas de ocupación de tierras en el agro chaqueño  
 
Como intentamos dar cuenta en el apartado anterior, las ocupaciones de tierras no 
son una novedad en el agro chaqueño. Se han venido sucediendo desde la 
incorporación del territorio chaqueño a la dinámica capitalista nacional, algunas 
veces en el marco de leyes y políticas públicas (ley Avellaneda, la “ley de 
liquidación” de 1891, Ley 4167 de Arrendamiento y Venta de Tierras Fiscales, o 
con la concreción del Instituto de Colonización, entre otras), algunas otras como 
consecuencia de las crisis capitalistas dentro del sector agropecuario como fue las 
transformaciones de la producción forestal –taninera. En efecto, en la revisión del 
material de la organización hemos encontrado una cantidad significativa de 
trámites frente al Instituto de Colonización solicitando o haciendo efectiva el 
traspaso de la titularidad de dominio de tierra fiscal a favor de una familia 
campesina a través de una “adjudicación por venta”.  
 
En otros casos, frente a un conflicto de tierras, la organización intercede frente al 
Instituto de Colonización o frente a los poderes estatales (poder judicial, ejecutivo 
y/o legislativo) para defender la posesión de algún asociado que es amenazada 
por empresarios. En efecto, el accionar político de la organización ha logrado la 
sanción de un cúmulo importante de leyes de expropiación para lograr la 
titularidad de los predios que habitan y trabajan sus asociados, a veces en 
respuesta a la imposibilidad de los campesinos de titular por sí mismos los predios 
en otras, para frenar procesos de desalojo dictados por el poder judicial de la 
provincia. La fundamentación de dichas leyes configura un escenario de disputa 
en torno a la ocupación entre el poder legislativo y el poder judicial: “no son 
intrusos, mayoritariamente residen en el lote desde antigua data, subsistiendo con 
la explotación de huertas, chacras, actividad forestal y ganadera. (…) Estas 
circunstancias implican considerar a estos ocupantes como pobladores 
arraigados, con lo que no puede atribuírseles el rótulo de intrusos y juzgarlos 
como tales” (…) la medida judicial quiebra el arraigo histórico de estos 
trabajadores rurales, considerándolos usurpadores y desconociéndoles los años 
de asentamiento, situación que nadie en la zona puede ignorar y/o desconocer”. 
Mientras que para los jueces, la ocupación, aún cuando se trate de larga data y 
con actos posesorios, es caratulada como un delito de usurpación, para el poder 
legislativo es fuente de derecho. En este contexto, la ley de expropiación opera 
como una acción restaurativa frente a la falta de acceso a la justicia. Es cierto que 
dichas acciones no son moneda corriente en la política chaqueña, ya que 
dependen de la movilización política, la estructura de oportunidades políticas, 
entre otras cuestiones. Sin embargo, nos permiten interrogarnos acerca del 
desempeño del poder judicial en los litigios por la propiedad de la tierra entre 
poseedores de antigua data y empresarios y su carácter políticamente hostil a la 
concreción de una justicia distributiva.   
 
Sin embargo, la lucha por la tierra no se expresa únicamente en la defensa de las 
ocupaciones/ posesiones preexistentes sino justamente a través de la ocupación 
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de tierras, las cuales pueden ser privadas, fiscales o bien estar implicadas en 
procesos de disputa que muchas  veces se derivan de las irregularidades en la 
venta de tierra pública que tuvieron lugar en la provincia en los últimos años. En 
este contexto, la noción de ocupación de tierra debe ser entendida como una 
estrategia política de la organización2 para territorializar la propia intencionalidad, 
como capacidad de materializar la propia existencia campesina en un espacio 
determinado adquirido en forma reciente3 (GEPCyD; 2010).  
 
Tal como sostiene Mançano Fernandes (2008) “la ocupación debe ser entendida 
como una acción que resulta de las necesidades y expectativas de los 
trabajadores [nosotros diríamos “de los campesinos”] y que introduce preguntas, 
crea hechos y revela situaciones” (pág. 337). En efecto, permite en el orden de lo 
político problematizar y criticar un orden naturalizado, revelando la falta de acceso 
a la tierra o la destrucción de la vida campesina y haciendo evidente un conflicto 
que es silenciado (GEPCyD; 2010) bajo la hegemonía del mercado de tierras.   
 
Dan cuenta del incumplimiento del régimen de colonización, como política estatal 
de distribución de tierras, cuya orientación es brindar acceso a la tierra a las 
unidades económicas familiares, de forma preferencial a “aborígenes, ocupantes, 
pequeños productores y su descendencia; grupos de organización cooperativa y 
entidades intermedias sin fines de lucro” (Artículo 42, ley 1.094/72). En este 
contexto, la ocupación de tierras se presenta como una práctica subalterna 
insurgente que busca politizar la cuestión de falta de acceso a la tierra a través de 
lo que muchos juristas pueden considerar una práctica ilegal. Así, como sostiene 
Santos (2009), “la ilegalidad subalterna puede utilizarse para hacer frente tanto a 
la legalidad dominante como a la ilegalidad dominante” (pág. 501). Sin embargo, 
creemos que la ocupación de tierras más que legalizarla supone la politización de 
la lucha a través de la interpelación de los poderes legislativos y políticos de la 
provincia (veáse al respecto, Barbetta y Domínguez; 2013). De esta manera, se 
genera una zona de contacto (Santos; 2009), en donde campos sociales 
pertenecientes a diferentes mundos de la vida normativos se encuentran y se 
chocan.  
 
Es aquí donde la ocupación de tierras, como práctica político –jurídica, abre una 
serie de interrogantes. En primer lugar, si estas acciones movilizan la cooperación 
del estado vía intervenciones como pueden ser la expropiación de tierras, la 
entrega de tierra fiscal, entre otras, ¿en qué medida la acción del estado no 
reinscribe una acción disruptiva del orden social, jurídico y político como es la 
ocupación de tierra nuevamente dentro del orden de la dominación? En segundo 

                                                
2
 Es importante resaltar que la UNPEPROCH no es la única organización en la provincia que 

asume este repertorio de acción.  
3
 En estos casos las familias que participan de las ocupaciones son familias campesinas sin tierra 

con distintas trayectorias. Muchas de ellas devinieron en “sin tierra” por procesos de expulsión que 
han tenido lugar a lo largo de los últimos años, otras por provenir de familias cuyas posesiones de 
tierra eran muy pequeñas por lo que con la ampliación del grupo familiar y la sucesión de las 
generaciones la misma ya no alcanza para todos.  
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lugar, si el estado transforma una acción que tiende a la emancipación social en 
otra que no hace más que afirmar su rol como regulador social, ¿en qué medida 
nos permite asegurar la transformación del paradigma jurídico hegemónico en otro 
en donde prevalezca la restauración en tanto sociabilidad que se fundamenta en la 
justicia restaurativa y  la convivencialidad en tanto sociabilidad que salde los 
agravios del pasado de tal forma que se fundamente en intercambios 
tendencialmente iguales y en la autoridad compartida (Santos; 2009)?  
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